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e ; (En sesión secreta) 
- La presenta el señor senador Cassina. 


- El Senado, en sesión secreta, concedió venias al 


- Se resuelve enviarla. Poder Ejecutivo para designar fiscal letrado ad- 
junto en la Fiscalía Letrada de lo Penal de Oc- 

- Relacionada con las sentencias dictadas en los tavo Turno y fiscales letrados nacionales de lo 
procesos de anulación de la Resolución N* 9/90 Civil de 119 Turno, 12? Turno y de 13er. Turno, 
dictada por la Intendencia Municipal de Cane- fiscales letrados de menores de 1er. Turno y de 


lones. 22 Turno, fiscal lctrado suplente, fiscal letrado 
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adjunto de la Fiscalía Letrada de lo Civil de 11% 
Turno, fiscales letrados adjuntos de las Fiscalías 
Letradas Nacionales de lo Civil de 12% Tumo y 
de 13er. Tumo, fiscales letrados adjuntos de las 
Fiscalías Letradas de Menores de ler. Turno y 
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de 2* Turno; y, resolvió devolver a Comisión 
los antecedentes relativos a la aprobación solicita- 
da por la Suprema Corte de Justicia para designar 
un miembro del Tribunal de Apelaciones. 


Se levanta la sesión ....ooononoononononoonerororcocrcncronoroos 
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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 3 de noviembre de 1993. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ex- 
traordinaria, mañana jueves 4, a la hora 16, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1%) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venia del Poder Ejecu- 
tivo para designar varios fiscales letrados nacionales y 
fiscales letrados adjuntos. 


(Carp. N* 1272/93 - Rep. N* 693/93) 


22%) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venia del Poder Ejecu- 
tivo para designar fiscal letrado adjunto en la Fiscalía 
Letrada de lo Penal de Octavo Turno, a la doctora 
Adriana Anabel Di Giovanni. 


(Carp. N* 1242/93 - Rep. N* 694/93) 


3%) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la aprobación solicitada por la Supre- 
ma Corte de Justicia para designar a la doctora Elsa 
Renée Viña Guillén como miembro del Tribunal de 
Apelaciones. 


(Carp. N* 1256/93 - Rep. N* 695/93) 
* LOS SECRETARIOS”. 
2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso Tellechea, Ara- 
na, Astori, Batalla, Blanco, Bouzas, Bruera, Cassina, Gar- 
gano, Hackenbruch, Irurtia, Librán Bonino, Millor, Olas- 
coaga, Pérez, Priore, Ricaldoni, Santoro y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Cigliuti y 
Urioste; con aviso, los señores senadores Korzeniak y Silvei- 
ra Zavala; y, sin aviso, los señores senadores Amorín Larra- 
ñaga, Belvisi, Bouza, Cadenas Boix, Elso Goñi, González 
Modernell, Grenno, Jude y Pereyra. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 08 minutos) 
-Désc cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 4 de noviembre de 1993. 


La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo al que acompaña un pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Memorándum de 
Entendimiento entre el gobierno de la República y el 
gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte, relativo a la Cooperación Técnica Británica. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales, 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes solicitan- 
do venia para exonerar de sus cargos a cuatro funciona- 
rios del Ministerio de Salud Pública y a un funcionario 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la in- 
formación solicitada por los señores senadores Mariano 
Arana, Carlos Bouzas, Reinaldo Gargano, Jaime Pérez, 
Danilo Astori y Eduardo Viera, relacionada con varios 
inmuebles destinados al Instituto Nacional de Coloniza- 
ción. 


-Oportunamente le fue entregado a los mencionados 
señores senadores. 


De conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución, el señor senador Hackenbruch solici- 
ta se cursen los siguientes pedidos de informes: 


al Tribunal de Cuentas relacionado con la designación 


del 


interventor del Hipódromo de Las Piedras; con la instala- 
ción de un mercado de hacienda en la Intendencia Munici- 
pal de Canelones; con la adquisición del edificio que servi- 
rá de sede a la Junta Departamental de Canelones; vincula- 
ción del señor intendente de Canelones con COEMCA; y 


reiterando el relacionado con las funciones que desem 
ña el director de Contralor Sanitario y Medio Ambiente 
la Intendencia Municipal de Canelones; 


pe- 
de 


y reiterando al Ministerio de Educación y Cultura el rela- 
cionado con el nombre del médico de la Comisión de Edu- 


cación Física en el departamento de Canelones. 
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-Procédase como se solicita. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje por el que solici- 
ta venia para designar miembro del Tribunal de Apela- 
ciones al doctor Julio César Chalar. 


-A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


De conformidad con lo establecido en el artículo 118 
de la Constitución, el señor senador Hackenbruch solici- 
ta se curse un pedido de informes al Tribunal de Cuentas 
ampliando el efectuado por el señor senador Cigliuti con 
fecha 21 de julio de 1993, relacionado con el viaje a 
Europa que efectuara el señor intendente de Canelones 
en marzo de 1991. 


-Procédase como se solicita”. 


EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud 


envío de exposición escrita. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Carlos Cassina, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 169 del Reglamento, 
solicita se curse una exposición escrita a los Ministerios 
de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finan- 
zas y a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, rela- 
cionada con la situación en que se encuentran los ex 
funcionarios públicos que renunciaron a sus cargos para 
acogerse a la jubilación, en el régimen de incentivos 
establecidos por la ley N” 16.127, de 7 de agosto de 
1990”. 


-Se va a votar la solicitud presentada. 
(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Texto de la exposición escrita: ) 
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“Montevideo, noviembre 3 de 1993 


Señor presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. GONZALO AGUIRRE RAMIREZ 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De conformidad a lo dispuesto por el Reglamento 
del Senado, cúmpleme plantear, por la vía de la presente 
exposición escrita, la situación en que se encuentran los 
ex funcionarios públicos que renunciaron a sus cargos 
para acogerse a la jubilación, en el régimen de incentivos 
establecido por la ley N” 16.127, de 7 de agosto de 1990. 


El artículo 32 de la citada ley dispuso que los fun- 
cionarios con causal jubilatoria configurada, en caso de 
acogerse a la pasividad renunciando a sus cargos, perci- 
birían durante dos años un subsidio mensual equivalente 
al 25% (veinticinco por ciento) de sus remuneraciones 
de naturaleza salarial, acumulable con el haber de jubi- 
lación. 


Si bien el carácter temporal de dicho subsidio fue 
conocido por quienes se acogieron al incentivo, de he- 
cho, el referido beneficio se sumó al monto de las res- 
pectivas jubilaciones, constituyendo para los beneficia- 
rios una parte de sus ingresos habituales, máxime cuan- 
do en la situación de pasividad la asignación jubilatoria 
supone una disminución importante en relación con el 
último sueldo líquido de actividad. 


Ha de tenerse presente, asimismo, que las jubilacio- 
nes de los funcionarios públicos -particularmente los de 
la Administración Central- tienen montos manifiesta- 
mente insuficientes para los niveles mínimos de subsis- 
tencia decorosa, a lo que se agrega la pérdida en el 
estado de pasividad de prestaciones que se recibían en la 
actividad, como la compensación por cuota de asisten- 
cia médica colectiva. 


En tal situación, estimo necesario evitar que los ex 
funcionarios a que aludimos, sufran la pérdida del subsi- 
dio que por dos años han estado percibiendo, porque tal 
disminución de sus ingresos normales durante ese perío- 
do de tiempo, desequilibra gravemente su situación eco- 
nómica y la de los familiares a su cargo. 


A tales efectos, se hace necesario la aprobación de 
una ley que otorgue carácter permanente al mencionado 
subsidio, para lo que solicitamos la iniciativa del Poder 
Ejecutivo. 


Estimo de interés señalar que sobre este asunto he 
recibido la preocupación de numerosos ex funcionarios 
que se encuentran en esta situación, debiendo destacar 
la gestión que llevan a cabo los integrantes de la Asocia- 
ción de Jubilados y Pensionistas Postales, sobre cuyas 
pasividades, a estar a los más que magros sueldos de 
actividad de los funcionarios del Correo Nacional, los 
comentarios parecen innecesarios. 


Por todo lo expuesto, me permito solicitar al señor 
presidente se curse esta exposición al Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social, al Ministerio de Economía y 
Finanzas y a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Agradeciendo al señor presidente la atención que se 
sirva dispensarle a esta gestión, le saludo muy atenta- 
mente. 


Carlos Alberto Cassina. Senador”. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otra solicitud de 
envío de exposición escrita. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Tabaré Hackenbruch, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 169 del Reglamento, solicita 
se curse una exposición escrita al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo relacionada con las sentencias dictadas en los 
procesos de anulación de la Resolución N? 9/90 dictada por la 
Intendencia Municipal de Canelones por la que quedaron ce- 
santes más de cuatrocientos funcionarios”. 


-Se va a votar la solicitud presentada. 
(Se vota:) 
-19 en 19, Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita:) 
“Montevideo, 4 de noviembre de 1993. 


Señor presidente del Senado 
Doctor Gonzalo Aguirre Ramírez 


Señor presidente: 


De acuerdo con lo dispuesto en el art. 169 del Regla- 
mento, solicito a usted se comunique al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo la exposición que se adjun- 
ta, con la documentación que se agrega. 


Saluda al señor presidente muy atentamente. 
Tabaré Hackenbruch. Senador. 


La presente comunicación obedece a la preocupación que 
nos ha ocasionado las sentencias dictadas en los procesos que 
reclamaban la anulación de la resolución N? 9/90 dictada por la 
Intendencia Municipal de Canelones y por la cual quedaron 
cesantes más de cuatrocientos funcionarios. 


Al respecto es importante señalar que cuando dicho perso- 
nal ingresó al organismo estaba vigente el Art. 16 de la Modifi- 
cación del Presupuesto General Municipal, ejercicio 1988-1989, 
que establecía: 


“El plazo de los contratos de función pública vigen- 
tes al 1/2/89 se extenderá por el término de tres años. 
Las nuevas contrataciones fijarán el plazo el que no 
excederá de tres años. Los funcionarios contratados sólo 
podrán ser destituidos por la causal de ineptitud, omi- 
sión o delito, previo sumario.” 


Y fue en esta norma que se fundó la demanda de 
nulidad, ya que los contratos estaban vigentes cuando 
fueron dejados sin efecto por la resolución N? 9. 
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La IMC defendió su decisión basándose en que el 
referido Art. 16 había sido observado por el Tribunal de 
Cuentas, argumento que recogieron las sentencias para 
confirmar la resolución impugnada. 


El art. 16 de la Modificación Presupuestal no consa- 
graba una inamovilidad (no se requería venia del órgano 
legislativo departamental para la destitución) y por tan- 
to el Tribunal de Cuentas no observó su contenido, 


Esta afirmación se encuentra ratificada por el infor- 
me del propio Tribunal que expresa: “ESTE TRIBU- 
NAL AL DICTAMINAR SOBRE EL PROYECTO DE 
LA REFERIDA MODIFICACION PRESUPUESTAL, 
CON FECHA 26 DE OCTUBRE DE 1988, NO FOR- 
MULO OBSERVACIONES AL ART. 16 DE LA 
MISMA.” 


Sin duda el TCA ha sido inducido a error por la IMC y el 
único objetivo de la presente comunicación es señalar esta 
circunstancia. 


Acción de nulidad. 
Al Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
Jl 


Se impetra la anulación de la Resolución N? 9, emitida por 
el intendente municipal de Canelones el 15/11/90 (fs. 1 y 2). 


Al no surgir constancia de notificación al actor, el recurso 
de reposición interpuesto el 6/111/90 (f. 16) debe considerarse 
tempestivo (Art. 4%, ley N* 15.869). 


El 11/V11/90 fue expresamente desestimado, mediante voli- 
ción notificada el 24/VII1/90 (fs. 24 y 26, respectivamente). 


La demanda, presentada el 25/1X/90, fue válidamente in- 
coada (Art. 9*, ley cit.) 


No advirtiéndose la existencia de impedimentos formales 
que obsten el ejercicio de la anulatoria en examen, corresponde 
ingresar al estudio sustancial de la litis planteada. 


JE 


El acto procesado dispuso “dejar sin efecto las resoluciones 
que dispusieron la contratación de nuevos funcionarios y res- 
cindir los respectivos contratos de función pública desde el 16/ 
2/1989 a la fecha”. 


El accionante, que desempeñaba tareas de Ordenanza IV 
por contrato celebrado con la Comuna el 14/TX/89 con plazo 
de tres años, se agravia del mismo en cuanto lo estima infunda- 
do y violatorio de lo dispuesto en el art. 16 de la “Modificación 
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del Presupuesto General Municipal ejercicio 1988-1989”, apro- 
bado por la Junta Departamental el 31/X/88. 


-HI- 


A juicio del suscrito, el acto en causa es ilegítimo, por lo 
que la demanda deberá ser amparada. 


En efecto. El invocado Art. 16 dispone, en su tercer inciso, 
que “Los funcionarios contratados sólo podrán ser destituidos 
por la causal de ineptitud, omisión o delito, previo sumario”. 


Esta norma, con valor y fuerza de ley, consagra un sistema 
de estabilidad para los funcionarios contratados de la Intenden- 
cia de Canelones, que rige en tanto el contrato esté vigente y 
prima, incluso, sobre la cláusula 7* del contrato en cuestión (f. 
21), que otorga a la Administración la facultad de rescisión 
unilateral por razones de mejor servicio, 


La existencia de la disposición no puede ser puesta en tela 
de juicio, desde que fue aprobada por la Junta Departamental 
(17 votos en 24), conforme el procedimiento establecido en los 
Arts. 222 y ss. de la Constitución. 


Su supuesta inconstitucionalidad ya sea porque no se hubie- 
ran atendido observaciones del Tribunal de Cuentas o por vio- 
lación del Art. 229 de la Carta, no ha sido planteada por la 
demanda ante la Suprema Corte de Justicia, Órgano que tiene 
competencia original y exclusiva en la materia y, por tanto, la 
norma es de aplicación obligatoria. 


Por consiguiente, la resolución en causa es nula, por haber- 
se dispuesto en clara violación de una norma expresa de rango 
superior. 


-IV- 


Sin perjuicio de lo expuesto, el dictaminante advierte la 
existencia de otros vicios, que se sitúan en la ausencia de moti- 
vación suficiente. 


En efecto. Aun cuando se entendiera aplicable al caso la 
citada cláusula 7a. del contrato en cuestión, la rescisión unila- 
teral allí prevista debe estar fundada en razones de mejor servi- 
cio, 


Tales razones deben ser explicitadas en cada caso, detallan- 
do los motivos de mejor servicio invocados, 


Los Considerandos del acto en examen se limitan a plantear 
genéricamente la necesidad de una reestructura funcional, sin 
discriminar situaciones individuales e invocando normas inapli- 
cables, como el Art. 14 del Estatuto, referente a funcionarios 
presupuestados. 


Ve 


Por último, el Art. 31 del decreto-ley N* 14,416, de 28/VIII/ 
75, considerado parte integrante del contrato (v.cl.7a), prevee 
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el pago de una indemnización en los casos de rescisión, que deberá 
ser dispuesta en la misma volición que resuelve la rescisión. 


Por consiguiente, aun cuando se admitiera la legitimidad 
del cese unilateral de estos contratos, el acto en examen adole- 
cería de otro defecto invalidante: la ausencia de toda referencia 
a la consecuencia legal del acto, constituida por la indemniza- 
ción, que, por ley, debe ser dispuesta en la misma resolución. 


Por todo lo expuesto, se sugiere a esa Corporación el ampa- 
ro de la demanda y la consiguiente anulación del acto procesado. 


/ Montevideo, 24 de noviembre de 1992. 


Dr, Alfredo Gómez Haedo. 
Procurador del Estado 
en lo Contencioso Administrativo, 


Montevideo, 21 de abril de 1993. 
N? 339 
VISTOS: 


Para sentencia definitiva estos autos caratulados: “MEDI- 
NA, ALVAREZ, RAUL con INTENDENCIA MUNICIPAL 
DE CANELONES” Acción de nulidad (Ficha N* 1154/90). 


RESULTANDO: 


D) Que con fecha 25-IX-90, compareció el actor entablando 
la demanda anulatoria de fs. 5-7 vta, Mediante la misma im- 
pugna de nulidad -por considerarla ilegítima- la resolución del 
intendente municipal de Canelones, N* 9/90 de fecha 15-H1-90 
(fs. D). 


Por la referida resolución, se dejan sin efecto las resolucio- 
nes que dispusieron contrataciones de nuevos funcionarios y las 
correspondientes rescisiones de los contratos de Función Públi- 
ca oportunamente suscritos (a partir del 16-11-89 a la fecha), en 
cuanto la misma afectó al actor, 


De ello se agravia por entender que tenía un derecho adqui- 
rido, el que ha sido arbitrariamente desconocido, y en abierta 
violación al Art. 16 de la Rendición de Cuentas y Modificación 
Presupuestal correspondiente al ejercicio 88-89. La rescisión se 
produce sin imputación alguna, sin causa justificada y sin que 
ella fuera el resultado de una actuación sumarial. 


Pide se anule la misma, que fuera confirmada por resolu- 
ción de 11-VIH-90 (fs. 24). 


ID Que a fs. 27-29, se contestó la demanda defendiendo la 
legitimidad del acto impugnado, el que según la demandada se 
dictó conforme a normas constitucionales, Ley Orgánica Muni- 
cipal y Estatuto del Funcionario de Canelones (Art. 14), norma 
esta última que consagra la situación del “provisoriato” en el 
contrato de función pública. 
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Por infundada, la demanda deberá ser rechazada, máxime 
que no se han tenido en cuenta los claros fundamentos de la 
resolución impugnada, así como el hecho de haberse aplicado 
con carácter general a todos los funcionarios en iguales condi- 
ciones (fs, 24). 


TII) Que la prueba de autos es la certificada a fs. 39, Luego, 
alegó de bien probado el actor a fs. 40-42 y el demandado a fs, 
43.43 vta. Se escuchó al Sr. procurador del Estado en lo Con- 
tencioso Administrativo, quien por dictamen N* 1299/92 de fs. 
46-47 vta., aconseja la anulación del acto, por compartir en 
buena medida los argumentos del actor, 


Efectuado el pasaje a estudio, se llamó para sentencia, la 
que se acordó legalmente. 


CONSIDERANDO: 


I- Que se han cumplido en forma satisfactoria los presu- 
puestos formales habilitantes del presente accionamiento co- 
rresponde tener por correctamente agotada la vía administrativa 
previa, 


La demanda se interpuso en tiempo y forma. 


II- Que ingresando al mérito o cuestión de fondo, deberá 
establecerse en definitiva si la resolución impugnada, es o no 
legítima, atendiendo para ello a los argumentos de cada parte y 
al respectivo aporte probatorio. 


El tema de contienda y las posiciones de los litigantes, ya 
se anticipó en los Resultandos 1 y II del presente fallo, y refiere 
fundamentalmente al reconocimiento de una clara situación de 
“provisoriato” (para el demandado) y del desconocimiento de 
la misma (para el actor). 


En tales términos ha quedado planteada la contienda. 


HI- Que a juicio del Cuerpo, no asiste razón al actor, por lo 
que su demanda será desestimada, con la consiguiente confir- 
mación del acto impugnado. 


Los agravios del actor, no son de recibo, por cuanto no 
existe en el caso, ante claras normas estatutarias (Art. 14 del 
Est. del Funcionario de Canelones), ningún derecho adquirido, 
frente a la realidad de un “provisoriato” consagrado en térmi- 
nos muy claros. A su vez, del contrato de función pública que 
el actor suscribiera el 14-1X-89 (fs. 20-21), resulta que la cláu- 
sula 7a. del mismo, ha previsto la rescisión unilateral dispuesta 
por la Administración por razones de mejor servicio, no impu- 
tables al funcionario. Y finalmente, considerando otro de sus 
agravios, corresponde establecer que la norma citada (Art. 14) 
no colide con la del Art. 16 de la Rendición de Cuentas y 
Modificación Presupuestal del ejercicio 88-89, por cuanto como 
bien se explica a fs, 22 en oportunidad de estudiar el recurso 
administrativo presentado, esa norma era un proyecto y resultó 
observado por el Tribunal de Cuentas. No puede nacer allí un 
derecho a la inamovilidad, como parece entender el actor. 
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El demandado por su parte, dijo haber actuado habilitado 
por el Art. 14 del Estatuto del Funcionario, que establece que 
las personas que ingresen a la 1. M. de Canelones, serán desig- 
nadas provisoriamente por un plazo de un año, dentro del cual 
-caso de autos- la Comuna podrá dejar sin efecto, la designa- 
ción, sin especificación de causal. Esta norma que consagra en 
forma muy clara la situación de “provisoriato”, no ha sido 
dejada sin efecto por norma alguna, por lo que tiene plena 
vigencia. Esta situación ya había sido prevista en normas ante- 
riores (Art. 5 del decreto-ley N* 10.388) por lo que no es una 
novedad. 


Ea Doctrina Nacional (Dr. Duran Martínez) entiende que 
los funcionarios contratados de la 1. M. de Canelones -según 
el Art. 1* y 14 del Est. del Funcionario Dto. promulgado el 
21-V1-78- lo son en régimen de “provisoriato” pudiendo alcan- 
zar a situaciones de contratación superiores al año, a menos 
que esa situación, se hubiere expresamente excluido en el con- 
trato respectivo (Rev. de Derecho Constitucional y Político 
N? 36 pág. 375). 


No cabe entonces duda alguna de que la administración 
actuó con respaldo normativo. Y por lo demás -en cuanto a la 
fundamentación o motivación del acto- ello surge muy claro de 
los “Vistos”, “Resultandos” y “Considerandos” de la resolu- 
ción cuestionada, siendo los principales, el aumento de plani- 
llas de funcionarios municipales... el crecimiento burocrático 
que no está de acuerdo con las posibilidades económicas de la 
Comuna, y la necesidad de una reorganización administrativa, 
conforme a las posibilidades económicas... etc. 


Por último aun con apariencia de “irregularidad” de los 
decretos y resoluciones que autorizaban las contrataciones, el 
planteamiento ante la Suprema Corte de Justicia no se efectuó, 
por lo que son de aplicación y vigencia. 


Se comparte el informe de la As. Ltda. de fs. 22-22vta. 


Por los fundamentos expuestos, sin compartir los argumen- 
tos del Sr. procurador del Estado en lo Contencioso Adminis- 
trativo, el Tribunal 


FALLA: 


Confirmando la resolución impugnada, desestimándose la 
demanda anulatoria. 


Al solo efecto fiscal, fíjanse los honorarios del abogado de 
la parte actora en la cantidad de $ 400 (pesos uruguayos cua- 
trocientos). 


Oportunamente, archívese. 


Dr. Waldemar Walter Burella, Presidente del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, Dr. Luis Alberto Galagorri, 
Dr. Manuel Díaz Romeu, Dra. A. Pereira Nuñez de Bales- 
trino, Dra. M. Inés Varela de Motta, Ministros del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, Teresa L. Fiandra Secretaria. 


4 de Noviembre de 1993 


TRIBUNAL DE CUENTAS 
Montevideo, 12 de agosto de 1993, 


Señor presidente de la 
Asamblea General 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 


Carp. N* 159410 
Of. N* 2571/93 


En respuesta al pedido de informes efectuado por el señor 
senador Carlos W. Cigliuti relativo a la Modificación Presu- 
puestal del gobierno departamental de Canelones para los ejer- 
cicios 1988-89, cúmpleme expresar: 


a) Este Tribunal al dictaminar sobre el proyecto de la refe- 
rida Modificación Presupuestal, con fecha 26 de octubre de 
1988, no formuló observaciones al artículo 16 de la misma. 

b) En cuanto al decreto 2466 de la Junta Departamental de 
Canelones por el cual se aprobó definitivamente la mencionada 
Modificación Presupuestal, este Tribunal adoptó al respecto la 
resolución de fecha 14 de diciembre de 1988. 

Se adjunta fotocopia de las resoluciones referidas. 


Saludo a Ud. muy atentamente. 


Cr. Rinaldo Smeraldi 


Oscar W. Martínez Presidente 
Secretario General 
Montevideo, 28 de octubre de 1988 
Señor presidente de la 


Junta Departamental de Canelones 
Don Juan Angel Viña 


Para su conocimiento y demás efectos transcribo a conti- 
nuación la resolución dictada por este Tribunal, en su acuerdo 
de fecha 26 del corriente: 


“Visto estos antecedentes remitidos por la Junta Departa- 
mental de Canelones, relativo al proyecto de Modificación Pre- 
supuestal de dicho gobierno departamental para el período 1988- 
89; 


Resultando 1?) que con fecha 30 de junio de 1988, el 
ejecutivo comunal elevó a la Junta Departamental respectiva el 
referido proyecto de Modificación Presupuestal; 


2%) que con fecha 10 de octubre de 1988 el Legislativo 
Comunal, por decreto N? 1445, aprobó con modificaciones di- 
cho proyecto, remitiéndolo a este Cuerpo por oficio N” 646/88 de 
fecha 10/10/88; 


3%) que con fecha 13 de octubre de 1988, se da entrada 
oficial en este Tribunal a estas actuaciones, de acuerdo a lo 
dispuesto por la ordenanza de 22 de noviembre de 1972; 
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47) que se prevén recursos por N$ 6,777:909.637 (nuevos 
pesos seis mil setecientos setenta y siete millones novecientos 
nueve mil seiscientos treinta y siete) para el ejercicio 1988 y 
N$ 10.759:777.000 (nuevos pesos diez mil setecientos cincuen- 
ta y nueve millones setecientos setenta y siete mil) para el 
ejercicio 1989, discriminados de la siguiente forma: (en N$) 


PROYECTADO 1988 PROYECTADO 1989 


a) De origen departamental 6.123:102.637  8.992:525.000 
b) De origen nacional 654:807.000 _1.767:252.000 


6.771:909.637 10.759:777.000 


5") que los recursos han sido clasificados y ordenados según 
lo dispuesto por la ordenanza de este Tribunal de fecha 11 de 
enero de 1972, modificada por resolución del 16 de febrero de 
1984; 


6”) que la Intendencia Municipal de Canelones establece 
una estimación de los distintos recursos, indicando las bases de 
cálculo y las modificaciones proyectadas en los mismos; 


7%) que la Modificación Presupuestal a estudio no fue pre- 
sentada en forma comparativa con el presupuesto vigente; 


8?) que el documento a estudio fue formulado por progra- 
mas, incluyéndose los escalafones y sueldos funcionales; 


99) que las erogaciones para los ejercicios 1988 y 1989 fue- 
ron estimados en N$ 6.777:909.637 (nuevos pesos seis mil 
setecientos setenta y siete millones novecientos nueve mil seis- 
cientos treinta y siete) y N$ 10.759:777.000 (nuevos pesos diez 
mil setecientos cincuenta y nueve millones setecientos setenta 
y siete mil) respectivamente, desagregándose las mismas de la 
siguiente manera, de acuerdo al clasificador de gastos anterior 
al de diciembre de 1982: (en N$) 


RUBROS PROYECTADO 1988 PROYECTADO 1989 
0 - Retrib. Personal 3.097:700.000  5.083:800.000 
1 - Serv, No Personal 758:680.000  1.160:220.000 
2 - Mat. y Arts. Cons. 882:335.000  1.444:852.500 
3 - Mag., Equip. y Mob. 208:520.000 442:680.000 
4 - Adq. Mueb. y Equip. 2:000.000 3:000.000 
5 - Const. Mejoras y 

Reparac. Exist. 55:500.000 170:250.000 
6 - Cargas Leg. y Prest. 844:800.000  1.371:075.000 
7 - Transferencias 153:100.000 229:650.000 
8 - Desemb. Financ. 48:400.000 263:870.000 
9 - Asig. Globales 34:300.000 71:900.000 


Total Intendencia 6.085:335.000 10.241:297.500 


Junta Departamental 271:464.780 407:212.384 
Déficit Financiable 421:109.857 111:267.116 
Total Anual 6.777:909.637 10.759:777.000 
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10) que las erogaciones previstas para los ejercicios 1988 y 
1989 según lo aprobado por la Junta Departamental se pueden 
agrupar de la siguiente forma: (en N$) 


PROYECTADO 1988 PROYECTADO 1989 
Programas de Funciona- 
miento 3.695:285.000  5.990:952.500 
Programas de Invers, 2.390:050.000  4.250:345.000 


6.085:335.000 10.241:297,500 


Sub-Total 

Déficit Financiable 421:109.857 111:267.116 
Junta Departamental 271:464.780 407:212.384 
Total anual 6.777:909.637 10.759:777,000 


11) que de acuerdo a lo expresado en el resultando ante- 
rior, las partidas que se prevén en los ejercicios 1988 y 1989 
para financiar el déficit acumulado al 31/12/87, ascienden a 
N$ 532:376,973 (nuevos pesos quinientos treinta y dos millo- 
nes trescientos setenta y seis mil novecientos setenta y Lres); 


12) que el total del déficit acumulado al 31/12/87 determi- 
nado en oportunidad del estudio de la Rendición de Cuentas 
1987 por este Tribunal del Gobierno Departamental de Canelo- 
nes asciende a N$ 937:471.125 (nuevos pesos novecientos treinta 
y siete millones cuatrocientos setenta y un mil ciento veinticin- 
co); 


13) que en el Rubro 8 (desembolsos Financieros) se prevén 
partidas anuales por N$ 48:400.000 (nuevos pesos cuarenta y 
ocho millones cuatrocientos mil) para 1988 y N$ 66:000.000 
(nuevos pesos sesenta y seis millones) para 1989, destinadas a 
atender exclusivamente el servicio de la deuda en dólares que 
mantiene la Intendencia Municipal con el Banco de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay por el Convenio de refinanciación 
celebrado en agosto de 1987; 


14) que se reitera una disposición del decreto de la Junta 
Departamental N” 1898 (Art. 10) por la que se establece la 
inamovilidad de ciertos funcionarios contratados; 


15) que por los Arts. 5%) y 69) se establecen los criterios 
para determinar el monto de varias tasas (permisos de demoli- 
ción, examen de planos, etc.) en Unidades Reajustables; 


Considerando 1?) que se está en plazo constitucional para 
emitir el presente dictamen de acuerdo a lo dispuesto por el 
Art. 225 de la Constitución de la República; 


2%) que se ha dado cumplimiento con el Art. 273 inciso 3) 
de la Constitución de la República, en cuanto a la iniciativa del 
ejecutivo comunal; 


3”) que conforme a lo expresado en el resultando N* 7 no se 
ha dado cumplimiento con lo dispuesto por el Art. 216 inciso 
39) de la Constitución de la República; 


47) que atento a lo señalado en el resultando N? 8 se ha 
dado cumplimiento a lo establecido en el Art. 214 de la Consti- 
tución de la República; 
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5) que en lo relativo al trámite seguido por el proyecto de 
referencia corresponde señalar que se ha dado cumplimiento a 
las normas que en materia de plazos y mayoría de votos esta- 
blece la Constitución de la República; 


6”) que de acuerdo a lo expresado en los resultandos 11) y 
12) previo a la sanción definitiva de la presente Modificación 
Presupuestal, deberán arbitrarse las medidas pertinentes a fin 
de financiar el déficit de ejercicios anteriores por un monto de 
N$ 405:094.152 (nuevos pesos cuatrocientos cinco millones 
noventa y cuatro mil ciento cincuenta y dos); 


77) que este Tribunal entiende que no puede establecerse la 
inamovilidad de funcionarios contratados, ya que la misma es 
una de las características principales y exclusivas de los fun- 
cionarios presupuestados (Arts. 60 y 62 de la Constitución). 


8%) que la fijación de tasas en Unidades Reajustables es 
observable, en tanto el producido de estos tributos debe guar- 
dar una razonable equivalencia con el costo del servicio y no 
puede determinarse a priori que el mismo variará en igual 
medida que las Unidades Reajustables; 


9%) que a efectos de mantener el equilibrio presupuestal los 
gastos que se comprometan en los ejercicios 1988 y 1989, más 
las erogaciones que se efectúen con cargo al déficit a financiar, 
no deberán superar las reales recaudaciones que se operan en 
cada uno de los referidos ejercicios; Atento a lo expuesto pre- 
cedentemente y a lo dispuesto por los Arts. 211 y 225 de la 
Constitución de la República; 


El Tribunal por mayoría acuerda 


19) Emitir su dictamen constitucional expresando que no 
tiene observaciones que formular al proyecto de Modificación 
Presupuestal del gobierno departamental de Canelones para los 
ejercicios 1988 y 1989, excepto por lo expresado en los Consi- 
derandos 39), 6%), 79) y 89); 


2”) Téngase presente lo expuesto en el Considerando 9%; y 


3%) Devolver estos antecedentes a la Junta Departamental 
de Canelones”. 


Sin otro particular saluda a Ud. muy atentamente, 


Cr. Alfredo Pega Vázquez 
Oscar W. Martínez Presidente 


Director General de Secretaría 
Montevideo, 20 de diciembre de 1988. 


Señor intendente municipal de Canelones 
Don Tabaré Hackenbruch 


Para su conocimiento y demás efectos transcribo a conti- 
nuación la resolución dictada por este Tribunal, en su acuerdo 
del día 14 del corriente, que dice así: 


“Visto el Of. N* 731/88 de fecha 11.11.88, remitido por la 
Junta Departamental de Canelones; 
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Resultando 1) que en el citado oficio se adjunta el texto del 
decreto N* 2466 de fecha 31.10.88, por el cual se aprobó en 
forma definitiva la Modificación Presupuestal 1988-1989, para 
el gobierno departamental de Canelones; 


2) que por el mencionado decreto se aceptaron las observa- 
ciones formuladas por este Cuerpo en dictamen de fecha 
26.10.88; 


Considerando 1) que el decreto de referencia fue aprobado 
por la Junta Departamental de Canelones en tiempo y forma; 


2) que corresponde al ejecutivo comunal dar cumplimiento 
a lo aprobado por la Junta Departamental; 


Atento a lo expuesto precedentemente y a lo dispuesto por 
los Arts, 11, lit. A) y 227 de la Constitución de la República; 


El Tribunal acuerda 


1) Tomar conocimiento y disponer el archivo de estos ante- 
cedentes; 


2) Solicitar a la Intendencia Municipal de Canelones, que 
comunique, a la brevedad, a este Cuerpo, las medidas pertinen- 
ws a efectos de dar cumplimiento a lo aprobado por la Junta 
Departamental; y 


3) Comunicar la presente resolución a la Junta Departamen- 
tal e Intendencia Municipal de Canelones. 


Saludo a Ud. muy atentamente”. 


5) INFORMES DE LA COMISION DE ASUNTOS AD- 
MINISTRATIVOS RELACIONADOS CON SOLICI- 
TUDES DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO PARA 
DESIGNAR A VARIOS FISCALES LETRADOS NA- 
CIONALES Y FISCALES LETRADOS ADJUNTOS, 
A UN FISCAL LETRADO ADJUNTO EN LA FISCA- 
LIA LETRADA DE LO PENAL DE OCTAVO TUR- 
NO Y A UN MIEMBRO DEL TRIBUNAL DE APE- 
LACIONES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Corresponde pasar a sesión secre- 
ta para considerar los asuntos que figuran en primero, segundo 
y tercer lugar del orden del día. 

(Así se hace. Es la hora 16 y 11 minutos) 


(En sesión pública) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, continúa la 
sesión, 


(Es la hora 16 y 17 minutos) 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.- 129 


-Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Dr. Juan Harán Urioste). - El Se- 
nado, en sesión secreta, concedió al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para designar como fiscal letrado adjunto, en la Fis- 
calía Letrada de lo Penal de Octavo Turno, a la doctora Adria- 
na Anabel Di Giovanni Nicola. Asimismo, concedió al Poder 
Ejecutivo venia para efectuar las siguientes designaciones en el 
Ministerio Público y Fiscal: para el cargo de fiscal letrado 
nacional de lo Civil de 11% Turno, al doctor Néber A. Rodrí- 
guez Sosa; para el cargo de fiscal letrado nacional de lo Civil 
de 12* turno, a la doctora Ana María Míguez; para el cargo de 
fiscal letrado nacional en lo Civil de 13* Tumo, al doctor Mar- 
tín Martínez Frechou; para el cargo de fiscal letrado de meno- 
res de ler. Turno, al doctor Hugo Barrios Acevedo; para el 
cargo de fiscal letrado de menores de 2* Turno, a la doctora 
María Cristina González Rodríguez; para el cargo de fiscal 
letrado suplente, al doctor Manuel Arias Pichón; para el cargo 
de fiscal letrado adjunto, de la Fiscalía Letrada de lo Civil de 
11% Turno, a la doctora Nancy Hagopian Kasparian; para el 
cargo de fiscal letrado adjunto de la Fiscalía Letrada Nacional 
de lo Civil de 122 turno, al doctor Antonio Arturo Maciel; para 
el cargo de fiscal letrado adjunto, de la Fiscalía Letrada Nacio- 
nal de lo Civil de 13er, Turno, al doctor Mario Rey Sosa Días; 
para el cargo de fiscal letrado adjunto, de la Fiscalía Letrada de 
Menores de ler. Turno, a la doctora María Carmen Berois 
Quinteros; para el cargo de fiscal letrado adjunto, de la Fiscalía 
Letrada de Menores de 2* Turno, a la doctora Ana María Sapri- 
za Corradi. Asimismo, devolvió a Comisión los antecedentes 
relativos a la aprobación solicitada por la Suprema Corte de 
Justicia para designar miembro del Tribunal de Apelaciones a 
la doctora Elsa Renée Viña Guillén. 


6) SELEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos en el 
orden del día, se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 16 y 18 minutos, presidiendo el 
doctor Gonzalo Aguirre Ramírez y estando presentes los se- 
ñores senadores Alonso Tellechea, Arana, Astori, Batalla, 
Bouzas, Bruera, Cassina, Gargano, Hackenbruch, Irurtia, 
Librán Bonino, Millor, Olascoaga, Pérez, Priore, Ricaldoni, 
Santoro y Zumarán). 
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